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Panamá , 14 de noviembre de 2000.

Inqeniero
nirneoo ARIAs GRIMALDo
Administrador General
Autoridad de la Región lnteroceánica

E. S. D.

Estimado Administrador General :

ptácenos dar respuesta a su Consulta identificada con la Nota N'ARI-
AG-DAL-2583-00, fechada 27 de octubre del 2000, mediante la cual
nos consulta los siguiente:

¿Si existe mandato u obligación legal sobre
los miembros de la Junta Directiva de la ARI
para mantenerse en sus cargos hasta que
sus reemplazos sean ratificados por la
Asamblea?

Sobre el tema en cuestión, observamos que la Dirección de Asesoría
Legal sostiene que a los miembros de la Junta Directiva no les es
aplicable el contenido del artículo 793 del Código Administrativo, aún
cuando cumplen un servicio público y reciben dieta por sus
participaciones en las reuniones, no pueden ser considerados
funcionarios o empleados públicos, pues este término es aplicable a
aquellas personas que perciben un salario del Estado.

S^e sostiene, igualmente, en la opinión legal aludida, que no existe una

l?ji: que establezca la permanencia de los miembros de la Junta
¡'t^1e_ctiva' 

cuyos períodos h"y"n vencido, hasta tanto sean ratificados
los nuevos nombramientos jor ta Asamblea Legislativa. Ello, aunado
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al hecho de que los nombramientos de los miembros de la Junta

ñ¡r".*, de la ARI son por un período fijo, el cual se cumplió el 31 de

J"trote del Presente año'

La Dirección de Asesoría Legal concluye indicando que los miembros

¿; t" Junta Directiva no tienen la obligación legal de permanecer en

IJr'".rrgor, luego de cumplirse el período por el cual fueron

designados.

Nuestra OPinión:

El punto por dilucidar se circunscribe a si los miembros de la Junta

Directiva de la ARI son considerados funcionarios públicos y si les es

aplicable el artículo 793 del Código Administrativo, cuyo contenido

transcribimos a continuación:

"Artículo 793. Ningún empleado administrativo
dejará de funcionar, aunque su período haya
transcurrido, sino luego que se presente a
reemplazarlo el que haya sido nombrado al
efecto, o el suplente respectivo."

Coincidimos con la opinión legal de su lnstitución cuando señala que
los miembros de la Junta Directiva de la ARI no son empleados
publicos, ya que no reciben un salario del Estado; sin embargo, son
personas que realizan una función pública por designación del Organo
E¡ecutivo.

En el caso particular de los miembros de la Junta Directiva de la
Autoridad de la Región lnteroceánica, éstos están llamados a ejercer
una función pública importante, cual es el manejo privativo de la
custodia, aprovechamiento y administración de los Bienes Revertidos
a la República de Panamá, por razóndel cumplimiento de los Tratados
Torrijos-Carter.

Las funciones que ejercen los miembros de la Junta Directiva de la
ARI estan ajustadu. á to que ástablece la propia Ley de la ARl, como
Sucede en las Juntas Directivas de las entidades descentralizadas.
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co10^?'"1,'".,'""J31Í""";'''¡i3T:il1?":':*:'?1,ñ;;";T"ffi :?:1""3q'l:l'::^rl",i" en las juntas directivas de las entidades
fepresef ltdurt'¡r.' :. ^^ ^^^irol lnc rniarnhrnc da ir rnfec nnl
llr."r1,1. alizada.s y en general los miembros de juntas, consejos o

Iár¡i¡ones no tienen por ese solo hecho el carácter de empleados

"1","girán 
por las normas especiales que se dicten para ellos..."

I ri"trrlrdo nuestro)

La Ley 5 de 1993, modificada por la Ley 7 de 1995' señala en su

,n,.rrá 7 qr" la Junta Directiva es el órgano supremo en la toma de

i".i"on"s y ejercerá las funciones que Ie confiera la ley'

La Ley en comento, efl el artículo 8, seguidamente establece el

ñu-"ró de miembros que conformarán dicha Junta Directiva y la forma

;; que serán nombrados. Señala, igualmente, que, de los 11

rn,embros, séis (6) serán nominados por las siguientes instituciones

estatales y privadas: Universidad de Panamá, Universidad Tecnológica

de Panamá, Universidad Santa María La Antigua, Consejo Nacional de

la Empresa Privada, Sociedad Panameña de Ingenieros y Arquitectos,
y, un representante de las Centrales Obreras con personería jurídica

inscritas en el Departamento de Organizaciones Sociales del Ministerio
de Trabajo y Bienestar Social, que comprueben que están en
funciones.

La inclusión de los organismos antes mencionados en la conformación
de la Junta Directiva de la ARl, responde a la participación activa que
quiso darle el legislador patrio a todos los sectores sociales y
productivos de la Nación panameña, en ese proyecto de custodiar y
administrar los bienes que son patrimonio de todos los panameños.

El artÍculo I antes comentado, también establece en uno de sus
parrafos que "...los Directores no podrán ejercer sus cargos hasta
que sus nombramientos hayan sido aprobados por la mayoría
absoluta de la Asamblea Legíslativa..."

También este artículo estableció el respeto de los períodos
escalonados para los cuales fueron nombrados algunos Directores y
tr. 

__=_=____
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oue las vacantes que se produzcan en el futuro deberán completarse
-_- ^.inridad con representantes de los sectores enunciados de

i3|,"?ff.ar*t orden resultante del sorteo que para ello se realice ante

notar¡o Público'

Tal como lo hemos señalado, los entes colegiados son creados y

*,* de acuerdo con la Ley que los instituye como tales y las

normas regtamentarias que dicten para su funcionamiento. sin

;;,;r;é", yá h"tos visto lo que señala la Ley 3 de 1995 y 7 de 1995,

;;;;.i;'á A Junta Directiva de la ARl, respecto a su constitución y

tigrnot aspectos de su funcionamiento'

Sobre el tema en cuestión, observamos que la Ley que regula la ARI

ño contempla expresamente nada al respecto. No obstante, eh la
mrsma existen elementos que nos conducen a señalar que los

mrembros de la Junta Directiva de la ARI no pueden abandonar sus

cargos hasta tanto sean nombrados y ratificados los nuevos miembros
que los reemplazarán.

Lo anterior lo afirmamos en virtud de que el artículo B, expresamente
señala que los nuevos Directores no pueden ejercer sus funciones
hasta que sus nombramientos hayan sido aprobados por la mayoria
absoluta de la Asamblea; contrario sensu, los actuales Directores no
pueden abandonar sus funciones hasta tanto llegue el reemplazo,
porque hay que entender que lo que se está delegando es "la función
publrca", la cual no puede quedar en acefalía, es decir, sin cumplirse,
dado que la función pública se traduce en "servicio público" como la
materialización y concreción de la función pública, el cual tiene como
uno de sus principios esenciales la continuidad.

Este principio de la continuidad "...consiste en que los servicios
publtcos deben funcionar de manera ininterrumpida, a fin de satisfacer
las exigencias del interé, g"n"rát..'t

F:!" principio en nuestro ordenamiento jurÍdico está contenido en el
srticulo 793 del Código Administrativo, el cual hemos citado en los
prrmeros párrafos dj esta Consulta, principio éste que, como ya

1,, I rhrrrtlo ol.r. cit pág .442
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hemos señalado, es perfectamente aplicable a los miembros de los

entesco|egraoosquepordestinaciÓnlega|debencumplirconuna
funciÓn Pública'

otroaspecto.porconsiderar,ese|hechodequea|crearse|a
Autoridad de ra Región Interoceánica, argunos miembros de ra Junta

Drrectiva fueron noñbrados en forma escalonada, con la intención de

il;i momento en que se fueran reemplazando no se viese afectada

iiilr",á. púbtica para la cual fueron nombrados'

por tanto, en atención a ra función púbrica que dichos miembros

L¡ár."n, la cual es ininterrumpida consideramos que no pueden

abandonar sus cargos hasta tanto sean ratificados los nuevos

Drrectores.

Para una mejor comprensión del término "función pública" nos

permitimos citar el significado que nos ofrece el profesor español

Ramón Parada.

Veamos:

"Con el término de función pública suele
designarse tanto el conjunto de hombres a

disposición del Estado que tienen a su cargo
las funciones y servicios públicos, como el
régimen jurídico a que están sometidos y la
organización que les encuadra."'

Como bien lo señala el tratadista Gustavo Penagos, la función pública
'...forma parte esencial del Estado, no se concebiría la razón de ser sin
una prestación efectiva, eficaz y honesta de las funciones del Estado,
pues éstas se identifican con loé f¡nes de la actividad estatal..." a

lot Reglamentos Internos que para su funcionamiento expiden las
Juntas Directivas de las diierentes Entidades Públicas son

-_-____
I) :"' f¡" \tlrninistlativo. Tomo II.5" Edición. Ed. Marcial Pons, Madrid ,1gg1,p.327. Citadopor Penagos,

il¡ 
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instrumentos 
jurídicos llamados a solventar aquellos aspectos no

L;;il"; claramente en la Ley. No obstante, tenemos conocimiento de

¡,rc tá Junta urrectiva de la Autoridad de Región Interoceánica aún no

t, "r,lJo 
,r.Reglamento Interno, pese a que una de sus funciones

;;.; referencia, precisamente, a la aprobación del mismo (art.1 3,

,rr.al- por tanto, exhortamos a los señores miembros de dicho ente

lor"giáoo para que procedan a adoptar el Reglamento Interno, ya que

ári óo¿ran cumplir go! .mayor 
certeza jurídica las funciones que por

t-áv'r"s han sido conferidas'

Et artículo B de la Ley que regula la ARl, establece que las vacantes

ór" se produzcan deberán completarse con prioridad, lo que a
ñuestro juicio, significa que deben llenarse prontamente, para lo cual

deberá el Organo Ejecutivo hacer los nombramientos oportunamente,

de tal forma que la ratificación ante la Asamblea Legislativa se

groduzca antes de que se venzan los períodos correspondientes y así

ovrtar las confusiones, como las que viene confrontando la actual

Junta Directiva de la ARl.

Esperando que nuestra opinión le sea de utilidad, me suscribo,

Atentamente,

ü: .,rr '.l. [.: J : l' :^ t'- ' '

l.-..
Alma-Montenegro de Fletcher
Procuradora de la Administración.

AMdeF/12lhf.


